
contexto de la crisis sanitaria actual. La demora en el reconocimiento y valoración de los expedientes de 
discapacidad de los internos sigue siendo un tema recurrente en las quejas remitidas desde los centros 
penitenciarios andaluces.

Asimismo ante la incidencia de la COVID-19 durante todo el año 2020 y la publicación de nuevas 
instrucciones en las que se limitaban y modificaban cuestiones tan relevantes para la población penitenciaria 
como las comunicaciones, una vez pasada la primera ola de la pandemia, hemos seguido recibiendo quejas 
solicitando que intercedamos por la flexibilización de estas limitaciones, o que les facilitemos información 
sobre las mismas.

También se recogen las quejas que se atienden en Memoria histórica, donde se han continuado recibiendo 
quejas, sobre todo de asociaciones memoralistas, ante el incumplimiento de las distintas administraciones 
públicas locales y particulares en relación a la retirada o eliminación de elementos que consideraban 
contrarios a la Ley 2/2017, de 28 de marzo, de Memoria Histórica y Democrática de Andalucía, por lo que 
hemos demandado la necesidad de la puesta ne marcha del Comité Técnico del Gobierno regional para 
poner orden, rigor y coherencia en el cumplimiento de la ley, que finalmente vio la luz en julio de 2020. 

2.3. Políticas territoriales
En un segundo bloque de actuaciones, las relacionadas con las Políticas Territoriales ocupan un 11% de 

nuestra gestión cotidiana. De estas, las que tienen que ver con la sostenibilidad y el medio ambiente 
representan casi la mitad, un 46% de las mismas.

Eso, aún cuando las quejas ambientales han 
bajado con respecto a años anteriores, la 
única materia en la que han bajado. Una de las 
paradojas que nos ha deparado la pandemia 
y, en particular, el confinamiento obligado 
de la población, es que ha sido tan dañino 
para la economía como beneficioso para el 
medio ambiente. Parece evidente la incidencia 
directa y perniciosa de la actividad humana en 
la naturaleza. Ha bastado con que los seres 
humanos detuviéramos por un tiempo, o 
cuando menos ralentizáramos, nuestra actividad 
cotidiana, para que los diferentes parámetros que 
miden la calidad ambiental de nuestras ciudades 
y pueblos experimentasen una notoria mejoría.

Las habituales y numerosas quejas por problemas de contaminación acústica, ya fuesen por los ruidos de 
bares y establecimientos hosteleros o de ocio, por la celebración de fiestas, verbenas y botellones o por 
la maquinaria de instalaciones industriales o comerciales, sencillamente desaparecieron o se redujeron al 
mínimo, siendo curiosamente sustituidas por un aumento de quejas motivadas por ruidos de carácter vecinal 
procedentes de aparatos de televisión, reproductores de música, voces, movimientos de muebles, etcétera.

Durante el confinamiento se ha reducido de forma muy notable la contaminación en todas las zonas de 
nuestra Comunidad autónoma. Y no solo la contaminación atmosférica, sino también, y de forma muy 
destacada, la contaminación acústica. En nuestras ciudades ha sido posible contemplar un cielo que parecía 
más azul de lo habitual, a la vez que se escuchaba el sonido de los pájaros, y todo ello en calles donde 
normalmente no se percibe otra cosa que la contaminación y el ruido del tráfico.

Entre otras cuestiones, siguen llegando a esta institución cuestiones relacionadas con el Urbanismo (22% 
de Políticas Territoriales). Los retrasos, paralizaciones y obstáculos en los procesos de innovación del 
planeamiento vigente; la ausencia de posicionamiento municipal respecto a las alegaciones formuladas en el 
curso de aprobación de planes de urbanismo, ya sea en la fase inicial de Avance o el propio procedimiento de 
aprobación, han sido objeto de queja ante esta Institución. Asimismo, las disconformidades y discrepancias 

“Durante el confinamiento 
se ha reducido de 
forma muy notable la 
contaminación en todas 
las zonas de nuestra 
Comunidad autónoma”
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con el contenido de los planes en tramitación o ya aprobados y las consiguientes solicitudes de su 
modificación, normalmente para que permita usos del suelo distintos de los aprobados, etcétera., han 
sido también objeto de reclamación en este ejercicio.

En Políticas Territoriales son significativas las quejas, además, en Tráfico y Transportes (14%), Cultura y 
TIC (11%) y Obras Públicas (4%) por la singularidad de estas materias en la calidad de vida de la ciudadanía.

2.4. Administración Pública, Tributos y Ordenación Económica
Los asuntos relativos al ejercicio de la potestad tributaria de las Administraciones territoriales y gestión de 

las distintas figuras tributarias y su recaudación, tanto en voluntaria como en ejecutiva; los procedimientos 
recaudatorios de recursos de naturaleza pública, o las sanciones pecuniarias impuestas por los órganos 
administrativos representan sobre un 11% de nuestras actuaciones.

Destacamos asimismo algunas actuaciones que hemos llevado a cabo en relación con los ámbitos de 
gestión de las Administraciones Públicas andaluzas, en sus relaciones con la ciudadanía, incluyendo los 
tramitados sobre una variedad de cuestiones que afectan a la administración electrónica, protección de 
datos, transparencia, participación ciudadana y buena administración.

Se incluye además, asuntos concernientes a la ordenación de la actividad económica en sectores como, 
industria, turismo, comercio, fomento (subvenciones y ayudas), contratación del sector público o bienes 
de titularidad pública. Y los asuntos concernientes a la organización, funcionamiento y régimen jurídico 
de las Entidades Locales de Andalucía, tratando principalmente de las quejas que recibimos sobre 
cuestiones referidas a la supervisión y control externo de los actos o procedimientos administrativos de 
las Administraciones Locales, demarcación municipal, fórmulas asociativas locales y entidades locales 
autónomas, así como la prestación de servicios locales.

2.5. Servicio de interés general y Consumo
Las reclamaciones ciudadanas sobre Servicios de interés general y Consumo representan un 5% del total 

de nuestras actuaciones, consolidando el creciente peso en el conjunto de nuestra labor.

Pese a que las quejas en esta materia se refieren normalmente a la prestación de servicios por parte de 
empresas privadas que escapan a nuestra competencia supervisora, esta Institución viene interviniendo 
cuando se refieren a servicios económicos de interés general ya que ocupan un lugar destacado en la vida 
diaria de cualquier persona (suministros básicos como la luz, el agua o el gas; servicios de telecomunicaciones 
o de transporte; servicios financieros o bancarios como cuentas corrientes, créditos, hipotecas o seguros....).

Las circunstancias relacionadas con el confinamiento domiciliario de la población ordenado en marzo 
de 2020 pusieron en clara evidencia la necesidad de contar con suministros básicos y, entre ellos, la luz. 
Los casos puntuales de hogares privados de luz, aunque complejos de resolver en algunos supuestos, no 
revistieron la excepcional dificultad que presentaron los cortes de suministro que afectaron a una localidad 
entera o a algunas barriadas o zonas concretas de algunas ciudades. Por este motivo solicitamos que 
se adoptasen medidas urgentes por parte de las compañías suministradoras, en colaboración con los 
Ayuntamientos, para garantizar el suministro continuado de luz en todos los hogares, al menos mientras 
durasen las circunstancias excepcionales derivadas de la COVID-19.

Esta problemática se extiende a cada vez más zonas y localidades de Andalucía, afectando especialmente a 
familias y colectivos en condiciones de grave desfavorecimiento social y económico, como consecuencia de 
los cortes reiterados y prolongados del suministro eléctrico, provocados por enganches ilegales, sobrecarga 
por actividades delictivas de cultivo de marihuana en el interior de las viviendas o por  deterioro y destrozo 
de las instalaciones. Ejemplo claro de ello es la zona Norte de Granada, cuya situación no ha encontrado 
aún solución pese al tiempo transcurrido y las medidas adoptadas.
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